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RESUMEN: 

 

En la legislación vigente del país, existen normas que tipifican la reparación integral, pero 

carecen de parámetros legales estandarizados para la reparación de carácter económico a las 

víctimas.  La investigación radica en el análisis jurídico de los delitos culposos de tránsito y 

la falta de herramientas que garanticen con eficacia una correcta aplicación de la reparación 

integral a las víctimas. El COIP en los artículos 77 y 78 se encuentra normado la reparación 

integral, los cuales no son suficientes, en virtud que carecen de mecanismos idóneos para 

garantizar una correcta aplicación, por lo que se propone la elaboración de un proyecto de 

reforma al Art. 78 numeral 3 ibídem, donde se incorpore una tabla básica que determinen 

montos mínimos y máximos de indemnización económicas a las personas que han sido 

víctimas del cometimiento de delitos culposos de tránsito.  El tipo de investigación es 

comparativa, el enfoque es analítico, se analizarán y sintetizarán las dos normas, la Ley 

35/2015, en España y el COIP en Ecuador. Comparando los aciertos en la reparación íntegra 

que tiene la Ley 35/2015, y, los desaciertos normativos formales que trajo el COIP. 

 

 

Palabras claves: Código Orgánico Integral Penal. Delitos culposos de tránsito. Reparación 

integral. 
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ABSTRACT: 

 

 

In the current legislation of the country, there are norms that typify integral reparation, but 

they lack standardized legal parameters for reparation of an economic nature to the victims. 

The investigation lies in the legal analysis of culpable traffic crimes and the lack of tools that 

effectively guarantee a correct application of comprehensive reparation to the victims. The 

Comprehensive Organic Criminal Code, in articles 77 and 78, is regulated comprehensive 

reparation, which are not enough, by virtue of the lack of suitable mechanisms to guarantee 

a correct application, for which the development of a reform project is proposed. to Art. 78 

numeral 3 of the COIP, where a basic table is incorporated that determines the minimum and 

maximum amounts of economic compensation to people who have been victims of culpable 

traffic crimes. The type of research is comparative, the approach is analytical, the two norms 

will be analyzed and synthesized, Law 35/2015, in Spain and the Comprehensive Organic 

Criminal Code in Ecuador. Comparing the successes in full reparation that Law 35/2015 has, 

and the formal regulatory errors that the Organic Comprehensive Criminal Code brought 

about in comprehensive reparation. 

 

 

Key words: Comprehensive Criminal Organic Code. Faulty traffic offenses. Comprehensive 

repair. 
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CAPÍTULO I  

GENERALIDADES Y ESTADO ACTUAL DE LA SITUACIÓN 

 

1.1. INTRODUCCIÓN 

 

En el Ecuador, el 14 de agosto de 2014 entró en vigencia el Código Orgánico Integral 

Penal (en adelante COIP)1 que en materia de tránsito en su Art. 371, define a la infracción 

como acciones u omisiones culposas producidas en el ámbito del transporte y seguridad vial2, 

a su vez también emite clasificación de dichas infracciones, siendo estas: delitos y 

contravenciones, considerándose al delito como una conducta penalmente relevante que 

puede ser mediante acción u omisión activa o pasiva, típica, antijuridica y culpable.  

Para el jurista Franco Loor, los delitos son dolosos y culposos, dicho profesional 

menciona un concepto de delitos dolosos en sus vídeos de YouTube: 

El doloso es: aquella infracción deseada por el agente que pretende cumplir con el 

tipo objetivo de causar daño o matar, los delitos culposos o delitos imprudentes, 

corresponde cuando el agente trasgrede la norma del debido cuidado, es decir, el 

cuidado que debe tener las personas para precautelar los bienes jurídicos y se produce 

un resultado no deseado por el agente, mientras que la culpa o imprudencia es la 

producción de un resultado típico previsible y evitable. (Franco Loor, 2016) 

El delito culposo es punible cuando se encuentra debidamente tipificado como infracción 

en la ley penal, si la conducta no está tipificada en el COIP no hay tal responsabilidad penal 

al sujeto infractor.  En el COIP se encuentran los delitos de tránsito que en su mayoría se 

adecúan a este tipo penal que de manera general son delitos culposos.  

Partiendo de este prólogo aclaratorio, los procedimientos que se ajustan en los delitos 

culposos de tránsito son: Ordinario y Directo. 

 
1 El COIP en su Art.1 establece que tiene como finalidad normar el poder punitivo del Estado, tipificar 
infracciones penales, establecer el procedimiento para el juzgamiento de las personas con observancia del 
debido proceso. 
2 Código Orgánico Integral Penal, Asamblea Constituyente, Corporación de Estudios y Publicaciones-Pág.98 
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Los delitos culposos de tránsito están contemplados en los Arts. 376 y 377 del COIP, en 

ellos se aplica una sanción penal, incluyendo la reparación integral a las víctimas, 

evidenciando la inexistencia de tablas básicas que regulen los montos de indemnización, 

siendo estos temas fundamentales que se abordarán en esta investigación. También será 

sujeto de análisis comparativo la legislación ecuatoriana con la legislación española, 

corroborando que esta última cuenta con tablas básicas de los montos de la reparación 

integral, situación que difiere en Ecuador.  

1.2.CONTEXTO DE LA SITUACIÓN 

 

El origen del automóvil data en el siglo XVIII. Un prototipo impulsado a vapor presenta una 

idea clara del futuro que tendrían están maquinas, en el siglo XX. Henry Ford3  comienza a 

fabricar vehículos automotores en gran escala.  

En el Ecuador se estableció por primera vez una regulación en materia de Ley de Tránsito 

de la República, misma que:  

Fue dictada el 18 de octubre de 1963, con el propósito de juzgar todas las infracciones de 

tránsito cometidas dentro del territorio de la República, las mismas que se dividían en 

delitos y contravenciones; que en dicho cuerpo legal se crearon los juzgados de tránsito, 

que administraban justicia en una sola audiencia oral de juzgamiento. (Guerrero Vivanco, 

1996, pág. 245) 

El estado ecuatoriano, después de haber derogado varios códigos penales, en la actualidad 

se encuentra vigente el COIP, el cual congrega todas la normas penales en un solo cuerpo, 

incluyendo visiblemente a la normativa de carácter tránsito penal, y con este nuevo órgano 

de leyes se observa claramente como se ha reglamentado el tema de los delitos culposos de 

tránsito, estableciendo penas aún más estrictas en materia de conductores en estado de 

embriaguez y muerte culposa, pero los legisladores dejaron un vacío legal al no establecer 

parámetros para que se lleve a cabo con eficacia la reparación integral a las víctimas. Se 

centraron por estudiar mecanismos estableciendo que se puede adoptar uno o más, sin que se 

 
3  Henry Ford, fue un empresario y emprendedor estadounidense, fundador de la compañía Ford Motor 
Company y padre de las cadenas de producción modernas utilizadas para la producción en masa. 

https://es.wikipedia.org/wiki/Empresario
https://es.wikipedia.org/wiki/Emprendedor
https://es.wikipedia.org/wiki/Estadounidense
https://es.wikipedia.org/wiki/Ford_Motor_Company
https://es.wikipedia.org/wiki/Ford_Motor_Company
https://es.wikipedia.org/wiki/Producci%C3%B3n_en_cadena
https://es.wikipedia.org/wiki/Producci%C3%B3n_en_masa
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haya definido su funcionalidad ni pertinencia, quedando al libre albedrío del juzgador y la 

víctima.   

El Art.  10 de la Constitución de la República del Ecuador (en adelante CRE) y en los 

instrumentos internacionales, establecen la titularidad de derechos, que le asisten a todas las 

personas por su naturaleza, es por ello que se tiene que aplicar de forma correcta la reparación 

integral en los delitos culposos de tránsito hay que distinguir los siguientes aspectos:  

El conocimiento efectivo o potencial del peligro que la conducta crea para los bienes 

jurídicos, del conocimiento abstracto del deber de cuidado. El conocimiento del 

peligro causado es efectivo en la culpa consciente o con representación, pero es 

potencial en la culpa inconsciente o sin representación. Cuando ese conocimiento 

falta en forma efectiva y no es exigible, faltará la tipicidad culposa, pero cuando no 

es ese el caso, sino que el sujeto desconoce directamente su deber de cuidado en forma 

abstracta, no puede pretenderse que reconozca la anti juridicidad concreta de su 

conducta y reprochársele por no haberla conocido, pese a que conozca perfectamente 

el peligro que con la misma introduce, lo que configurara un claro supuesto de error 

directo de prohibición. (Ruiz Ramal, Adriana, 2018, pág. 2) 

 

En materia de tránsito, los delitos culposos corresponden a acciones antijuridicas, 

tipificadas en el COIP, siendo estas el resultado de eventos que se produzcan de una forma 

no prevista o involuntaria en la mayoría de ocasiones con otros vehículos a motor, en las vías 

públicas cuyos resultados negativos ya sea sobre las mismas personas o terceras o contra los 

bienes ya sean mismos vehículos u otros generan la llamada responsabilidad de carácter 

penal. Para contextualizar, los accidentes de tránsito tienen su génesis en la circulación 

vehicular de un automotor, observando los límites establecidos de circulación terrestres, que 

tienen que ser respetados por los conductores, es decir deben guardar el deber objetivo de 

cuidado. 
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1.3.METODOLOGÍA 

 

La metodología utilizada en la investigación se basa en la aplicación de los métodos 

comparativo y analítico donde se analizarán y sintetizarán las dos normas, la Ley 35/2015, 

de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios 

causados a las personas en accidentes de circulación, en España y COIP que entró en vigencia 

el 14 de agosto del 2014 en Ecuador.  

El objeto de la investigación es el estudio comparativo de los delitos culposos de tránsito 

y la falta de techos en la reparación integral a las víctimas, que serán descompuestos por 

análisis y reconstruidos por un resumen investigativo, comparando los aciertos en la 

reparación íntegra que tiene la Ley 35/20154, y, los desaciertos normativos formales que trajo 

el COIP en la fata de techos con un mínimo y un máximo del valor de indemnización 

económica a las personas que se conviertan en victimas por dichos delitos. 

La información bibliográfica investigada tendrá el propósito de conocer y entender el 

problema, debido a la falta de tablas básicas que determinen los montos de las 

indemnizaciones en los delitos culposos de tránsito en la normativa ecuatoriana, así como 

también la inexistencia de herramientas que tiene el juzgador para su correcta aplicación. La 

presente investigación de verificación bibliografía se la realizó en diversos cuerpos 

normativos como son:  

• Ley 35/2015, de 22 de septiembre, de reforma del sistema para la valoración de los 

daños y perjuicios causados a las personas en accidentes de circulación, en España. 

• Código Orgánico Integral Penal. 

• Constitución de la República del Ecuador. 

• Artículos y libros de derecho que corresponden al tema en cuestión.  

    El enfoque es analítico.  

 

 

 
4 La Ley 35/2015, establece un baremo que regula el resarcimiento en concepto de gastos, respecto del 
lucro cesante, la reforma de esta norma constituye a la protección de las víctimas en accidente de tráfico.  
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1.4.OBJETO Y ÁMBITO DE APLICACIÓN: 

 

La normativa legal que se examina, establece las siguientes precisiones:  

El COIP, delimita principios generales en materia penal, que se aplican de conformidad 

a la CRE, y los instrumentos internaciones de derechos humanos.  El COIP tiene como uno 

de sus objetivos establecer de manera normativa y legal la facultad del estado de carácter 

punitivo, para tipificar las infracciones penales, en base al procedimiento para el juzgamiento 

de las personas y para este caso de los presuntos infractores, siempre y cuando se respeten 

las reglas básicas del debido proceso, la rehabilitación social de los sentenciados y la 

reparación integral a las víctimas.  

En los delitos culposos de tránsito intervienen los sujetos procesales que tienen “aptitud 

para realizar actos procesales cualquiera que sea la posición que ocupen en éste. La doctrina 

diferencia entre quienes tienen la calidad de parte, terceros e intervinientes. El concepto de 

sujeto procesal es omnicomprensivo de todos ellos" (Alzate Ortiz, 2010, pág. 49). 

Es importante establecer que el COIP, en su artículo 439 identifica a los sujetos procesales 

para el juzgamiento de delitos de tránsito, los siguientes: la persona procesada, la víctima, la 

fiscalía y la defensa.  

Se detallan los sujetos procesales con sus aspectos más importantes: 

1.4.1. La Persona Procesada 

Es contra de quien el fiscal formula cargos. Puede ser una persona natural o jurídica a 

quien podrá ejercer todos los derechos que le reconocen la Carta Magna y los Instrumentos 

Internacionales de Derechos Humanos5. Los derechos y garantías que tiene toda persona 

privada de la libertad los esgrime el Art. 12 de COIP.  

La persona procesada es el sujeto/a claramente identificado a quien se le está imputando 

una acción penal por una conducta de violación a la norma jurídico penal. El Art. 76 numeral 

7 de la CRE, garantiza el derecho a la defensa que tiene la persona procesada como es: 

 
5 Código Orgánico Integral Penal, que entró en vigencia el 14 de agosto de 2014. 
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derecho a tener un defensor técnico en todas las etapas del proceso, tener todos los medios 

que le garanticen preparar su defensa, en igualdad de condiciones debe ser escuchada. 

1.4.2. La Víctima 

Es la persona afectada desde un punto de vista moral, psicológico, físico o material contra 

quien se ha llevado a cabo una conducta antijuridica.  Puede ser natural o jurídica.      

Cuando un individuo es sancionado a través de una sentencia por haber cometido un 

delito, éste debe resarcir los daños ocasionados cuando no existe la posibilidad de poder 

subsanar los mismos por lo cual es necesario de reparar a través de una indemnización.                                                    

En el COIP se otorga la calidad de víctimas a las siguientes personas:  

1. Las personas naturales o jurídicas y otros sujetos de derechos hayan sufrido algún 

daño a un bien jurídico como consecuencia de un tipo penal.  

2. El que sufra agresión física, psicológica, sexual de cualquier tipo de perjuicio a sus 

derechos.  

3. Los cónyuges o las parejas en unión libre sin distinción de libertad sexual; 

ascendientes o descendientes dentro del segundo grado de consanguinidad o primero 

de afinidad de las personas establecidas en el numeral anterior.  

4. Quienes compartan hogar de la persona agresora o agredida, en casos de delitos 

contra la integridad sexual y reproductiva, integridad personal o de violencia contra 

la mujer o miembros del núcleo familiar.  

5. El socio o accionista de una compañía legalmente constituida que haya sido 

afectada por infracciones cometidas por sus administradoras o administradores.  

6. El Estado y las personas jurídicas del sector público o privado que resulten 

afectadas por una infracción.  

7. Cualquier persona que tenga interés directo en caso de aquellas infracciones que 

afecten intereses colectivos o difusos.  

8. Las comunidades, pueblos, nacionalidades y comunas indígenas en aquellas 

infracciones que afecten colectivamente en el grupo.  
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La condición de víctima es independiente a que se identifique, aprehenda, enjuicie, 

sancione o condone al responsable de la infracción o a que exista un vínculo familiar 

con éste. (art. 441 COIP)  

La victima es parte medular del proceso penal, el COIP la incluye como sujeto procesal. 

De tal forma que referirse a la víctima es hablar de quien sufre un daño.   

De lo antes expuesto, se desprende que el COIP reconoce los derechos que tiene la víctima, 

de tal modo que la víctima puede ser acusadora particular, tiene el derecho de actuar o no en 

el proceso, contradecir las decisiones de las juezas y jueces; el fiscal tiene la obligación de 

informar a la víctima los eventos que se originen en el desarrollo del procedimiento en las 

diferentes etapas del proceso.  

1.4.3. La Fiscalía.  

Como parte procesal dirige la acción penal pública, dicho de otra manera, está a cargo de la 

investigación contando así con atribuciones estatuidas y que son las siguientes:  

1. Organizar y dirigir el Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal 

y ciencias forenses. 

2. Dirigir el Sistema de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros participantes 

en el proceso. 

3. Expedir en coordinación con las entidades que apoyan al Sistema especializado integral 

de investigación, medicina legal y ciencias forenses o con el organismo competente en 

materia de tránsito, los manuales de procedimiento y normas técnicas para el desempeño 

de las funciones investigativas. 

4. Garantizar la intervención de fiscales especializados en delitos contra la integridad 

sexual y reproductiva, violencia contra la mujer o miembros del núcleo familiar, crímenes 

de odio y los que se cometan contra niñas, niños, adolescentes, jóvenes, personas con 

discapacidad, adultas y adultos mayores y, en las materias pertinentes que, por sus 

particularidades, requieren una mayor protección (art. 443 COIP) 

 

Con lo señalado, en los delitos de tránsito el fiscal es el encargado de iniciar un proceso 

penal de oficio o a petición de parte en contra del supuesto responsable de la infracción, 
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además tiene la obligación de formular cargos de ser el caso, con el objetivo de obtener la 

sanción correspondiente del infractor que trasgredió la ley.  

Como representante de Estado su finalidad en el proceso penal en los delitos de tránsito, es 

garantizar los derechos de la víctima en todo el proceso con estricto apego a lo manifestado 

por Art. 11 ibídem.  

  

1.4.4. La Defensa.  

El artículo 76 numeral 7 de la CRE establece el derecho de las personas a la defensa, en 

concordancia con el artículo 451 del COIP, que otorga facultad a la Defensoría Pública como 

organismo de facilitar y procurar acceder a una defensa gratuita que permita que muchas 

veces por el estado de indefensión o condición económica, social o cultural de las personas 

no pueden acceder a una defensa legal privada. Su función principal es asesorar a su 

patrocinado con el objetivo de buscarle una solución justa. 

En lo referente, aquellas son las personas que intervienen en la sustanciación de un proceso 

penal de tránsito, los cuales llevan el proceso ya sea planteando peticiones o pretensiones. 

Además, los que integran la relación procesal, estando directamente vinculados 

jurídicamente a cada proceso para el esclarecimiento y solución del conflicto, defensa que 

puede ser proporcionada por el estado de oficio.  

En base a lo señalado, los sujetos procesales son la esencia misma del sistema procesal 

penal, por tanto, sin sujetos procesales no hay proceso. 

 

 

 

 

 



10 
 

CAPÍTULO II:  

DELITOS CULPOSOS DE TRÁNSITO DE ACUERDO A LA NORMATIVA 

ECUATORIANA VIGENTE 

 

En Derecho Penal Romano los delitos culposos son identificados como cuasidelitos y 

determinados en aquel entonces por el pretor6  que como sucede con la evolución de las 

diferentes normativas se dieron diferentes causales en variados momentos que luego de un 

tratamiento de sistematización fueron transformándose en fuentes de “...obligationibus quae 

quasi ex delicto nascuntur” (Solarte Rodríguez, 2004, pág. 743), sin embargo esta precisión 

evoluciona a través del tiempo hasta convertirse en un término que denota una acción u 

omisión no intencional, cuya consecuencia es el daño a una persona, pero no incluye una 

intencionalidad dolosa, esto es, voluntad maliciosa de perjudicar y encuentra su especialidad 

en el derecho penal, identificándolo como delito culposo e imprudente, mientras que el 

término cuasidelito es utilizado en materia de obligaciones dentro del derecho civil. 

 

Los tipos o delitos culposos tienen su origen en la impericia, imprudencia, negligencia o 

por inobservar las normas vigentes que produce un efecto cambiando su situación jurídica.  

La norma establece que en los delitos de este tipo no se persigue o tiene la intención de 

generar ningún daño.  Como característica esencial del delito culposo el propósito del sujeto 

no coincide con el resultado obtenido, es decir que el autor carece de la conciencia o de la 

voluntad para generar dicho resultado.  

En el Ecuador, se reconocen los delitos culposos de tránsito, a través del COIP en su 

sección segunda, del capítulo octavo, referente a las infracciones de tránsito, que se 

materializan en bienes jurídicos protegidos en tres transgresiones: daños materiales, lesiones 

y muerte. Los delitos culposos de transito se exponen a continuación:  

 

 
6 Magistrado de la antigua Roma, inferior al cónsul, que ejercía en las provincias o en las ciudades, se 
encargaban de la administración de la justicia.  
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2.1.MUERTE POR CONDUCIR EN ESTADO DE EMBRIAGUEZ O BAJO LOS 

EFECTOS DE SUSTANCIAS. 

 

El consumo de alcohol y sustancias estupefacientes y psicotrópicas por parte de los 

conductores es una de las causas que originan las mayores muertes en accidente de tránsito 

en el Ecuador, al ingerir alcohol el conductor no se encuentra consciente y su capacidad de 

reacción disminuye, ocasionando accidentes de tránsito que dejan como resultado 

lamentables pérdidas de vidas humanas. La legislación ecuatoriana, para minimizar estas 

cifras, ha logrado tipificar en el COIP a este tipo de muerte como un delito, estableciendo lo 

siguiente: 

La persona que conduzca un vehículo a motor en estado de embriaguez o bajo los efectos 

de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las contengan y ocasione 

un accidente de tránsito del que resulten muertas una o más personas, será sancionada 

con pena privativa de libertad de diez a doce años, revocatoria definitiva de la licencia 

para conducir vehículos. En el caso del transporte público, además de la sanción prevista 

en el inciso anterior, el propietario del vehículo y la operadora de transporte serán 

solidariamente responsables por los daños civiles, sin perjuicio de las acciones 

administrativas que sean ejecutadas por parte del organismo de transporte competente 

sobre la operadora (art. 376 COIP) 

 

De la norma citada se desprenden dos acontecimientos, el primero cuando un conductor 

es el responsable directo de la muerte es el que recibirá la correspondiente sanción y el 

segundo acontecimiento cuando el conductor de un vehículo de una operadora de transporte 

es el causante de una muerte o más,  no solo él será el responsable del hecho, sino también 

la operadora de transporte que solidariamente tiene responsabilidad civil, ante estos dos 

escenarios la sanción es la misma, de 10 a 12 años de pena privativa de libertad y la 

revocatoria permanente de la licencia de conducir. 
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2.2.MUERTE CULPOSA. 

 

El delito de muerte culposa no involucra como agravante la ingesta de ninguna sustancia, 

que perturbe los sentidos para tener una responsabilidad penal al ocasionar la muerte a una o 

más personas, más bien se debe a un descuido al deber de todo conductor que es el tener 

cautela y cuidado al momento de conducir un vehículo a motor. Concatenado le acompaña 

la definición legal proveniente del COIP respecto a la muerte culposo, que estipula lo 

siguiente: 

La persona que ocasione un accidente de tránsito del que resulte la muerte de una o 

más personas por infringir un deber objetivo de cuidado, será sancionada con pena 

privativa de libertad de uno a tres años, suspensión de la licencia de conducir por seis 

meses una vez cumplida la pena privativa de libertad.  

Serán sancionados de tres a cinco años, cuando el resultado dañoso es producto de 

acciones innecesarias, peligrosas e ilegítimas, tales como: 

1. Exceso de velocidad.  

2. Conocimiento de las malas condiciones mecánicas del vehículo. 

3. Llantas lisas y desgastadas.  

4. Haber conducido el vehículo más allá de las horas permitidas por la ley o malas 

condiciones físicas de la o el conductor.  

5. Inobservancia de leyes, reglamentos, regulaciones técnicas u órdenes legítimas de 

las autoridades o agentes de tránsito.  

 

En caso de que el vehículo con el cual se ocasionó el accidente preste un servicio 

público de transporte, será solidariamente responsable de los daños civiles la 

operadora de transporte y la o el propietario del vehículo, sin perjuicio de las acciones 

administrativas que sean ejecutadas por parte del organismo de transporte 

competente, respecto de la operadora.  

La misma multa se impondrá a la o al empleador público o privado que haya exigido 

o permitido a la o al conductor trabajar en dichas condiciones. (art. 377 COIP) 
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La normativa reconoce como muerte culposa a una acción de negligencia, teniendo como 

resultado la muerte de una o varias personas, la característica primordial del delito culposo 

es que el propósito del sujeto no concuerda con el resultado obtenido.  

Por lo tanto, la muerte culposa consiste en la realización de acciones negligentes que den 

como resultado la muerte de una persona. 

En virtud de dilucidar de una mejor forma este artículo académico, se expone el Anexo A 

compuesto por la tabla A1 muerte causada por conductor en estado de embriaguez o bajo los 

efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas y muerte culposa donde se muestra 

información estadística correspondiente a los siguientes periodos: enero a diciembre del 

2017, enero a diciembre 2018, enero a diciembre 2019 y enero a diciembre 2020. Para delitos 

de muerte por estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, 

psicotrópicos o preparados que las contengan, y muerte culposa, publicada por la Fiscalía 

General del Estado, donde se observa la pérdida de 10.214 vidas humanas producto del 

cometimiento de los delitos de tránsito antes citado.  

 

Las estadísticas que proporciona la FGE son alarmantes, en los años 2017, 2018, 2019 y 

2020 perdieron la vida 193 personas,  por causa del delito de muerte por estado de embriaguez 

o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicos o preparados que las 

contengan, evidenciando que el delito se incrementa en el año 2018 en relación al año 2017, 

en el año 2019 disminuye, en el 2020 por el estado de emergencia que vive el país, se redujo 

un porcentaje significativo, en comparación a los otros años.  

 

En el delito de muerte culposa perdieron la vida 10. 021 personas, entre enero a diciembre 

de los años 2017, 2018, 2019 y 2020, evidenciando que aproximadamente 2.500 personas 

fenecen por el cometimiento del delito de muerte culposa en cada año. 

 

Con lo mencionado en los párrafos anteriores, los delitos culposos de tránsito van en 

aumento constante, los conductores deben hacer conciencia al conducir un vehículo 

automotor. 
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2.3.PROCEDIMIENTO DE LOS DELITOS CULPOSOS DE TRÁNSITO 

ESTABLECIDOS EN EL COIP 

 

Los delitos de muerte por conducir bajos los efectos de sustancias se encuentran 

estipulados en el artículo 376 del COIP. Se los tramita en procedimiento ordinario, por tener 

una pena privativa de libertad de diez a doce años.  El artículo 589 del COIP presenta las 

etapas del proceso ordinario: 

1. Instrucción Fiscal 

2. Evaluación y preparación de juicio. 

3. Juicio.  

A las etapas señaladas anteriormente, se suma la fase pre procesal de la Investigación 

Previa estipulada en el COIP, donde:  

Se reunirán los elementos de convicción, de cargo y de descargo, que permitan a la o 

al fiscal decidir si formula o no la imputación y de hacerlo, posibilitará al investigado 

preparar su defensa. 

Las diligencias investigativas practicadas por la o el fiscal, con la cooperación del 

personal del Sistema especializado integral de investigación, de medicina legal y 

ciencias forenses o del personal competente en materia de tránsito, tendrá por 

finalidad determinar si la conducta investigada es delictuosa, las circunstancias o 

móviles de la perpetración, la identidad del autor o partícipe y de la víctima, la 

existencia del daño causado, o a su vez, desestimar estos aspectos. (art. 580 COIP). 

 

Para los delitos de muerte culposa consagrados en el artículo 377 del COIP se aplicará el 

procedimiento directo, tal como lo dicta el artículo 640 de la norma ibídem donde en una sola 

audiencia se aglutinan o concentran todas las atapas del proceso, que se aplica para los delitos 

calificados como flagrantes que se los sanciona con una pena privativa de la libertad máxima 

de cinco años, donde será competente la o el juez de garantías penales, quien luego de 

calificada la flagrancia deberá señalar el día y hora para que se produzca la audiencia en 

máximo plazo de veinte días en el cual se podrá demandar del fiscal que se lleven a cabo los 

actos que consideren necesarios. Así mismo hasta tres días antes que se lleva a cabo la 
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audiencia las partes tendrán para anunciar las pruebas por escrito. Una vez iniciada la 

audiencia la o el juzgador, solicitará a las partes que se pronuncien sobre la existencia de 

vicios formales, cuestiones de procedibilidad, prejudicialidad, validez procesal, exclusión de 

pruebas y las demás previstas en los artículos 601 y 604, momento en el cual la o el fiscal 

podrá abstenerse de acusar y la o el juzgador dictar auto de sobreseimiento, con lo que 

concluirá la audiencia y de la sentencia dictada en esta audiencia se podrá interponer los 

recursos establecidos. 

 

2.4.LA REPARACIÓN INTEGRAL EN EL ECUADOR. 

 

La figura de la reparación integral según los profesores Pamela Aguirre y Pablo Alarcón 

es “La reparación integral es una institución jurídica que tiene por objeto subsanar, en la 

medida de lo posible, las consecuencias reales y potenciales generadas a partir de la 

vulneración de un derecho, para que este sea reintegrado in integrum.” (Aguirre Castro & 

Alarcón Peña, 2018, pág. 2) 

 

La Carta Magna en su Art. 1, estipula al Ecuador como un estado de derechos y justicia; 

y es en el Art. 86, donde de manera expresa reconoce que la declaración de vulneración de 

un derecho conlleva necesariamente a la reparación integral del derecho conculcado y emite 

disposiciones referentes a las garantías jurisdiccionales por ejemplo en su numeral tercero 

donde se señala que:   

La jueza o juez resolverá la causa mediante sentencia, y en caso de constatarse la 

vulneración de derechos, deberá declararla, ordenar la reparación integral, material e 

inmaterial, y especificar e individualizar las obligaciones, positivas y negativas, a 

cargo del destinatario de la decisión judicial, y las circunstancias en que deban 

cumplirse. (art. 86 num. 3 CRE) 

 

En concordancia con lo anterior, es importante tomar en consideración que como resultado 

de la vulneración de un derecho donde se tiene identificado un agresor y señalado la 
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responsabilidad del agresor éste último debe llevar a cabo la reparación integral para que se 

pueda responder por el daño causado. 

 

Uno de esos postulados es precisamente la reparación integral frente a derechos violados, 

para devolver a los individuos, grupos de personas, y a la naturaleza, el pleno ejercicio de sus 

derechos. Por lo que la reparación integral se constituye como exigencia, orientación y 

garantía dentro del estado constitucional de derechos y justicia, con la única finalidad de 

contribuir a materializar su objetivo porque es el efectivo ejercicio y goce de derechos a 

través de la tutela de estos. 

 

Resulta claro que la norma fundamental prevé en materia de garantías jurisdiccionales, en 

primer lugar, el derecho a la reparación integral de las víctimas de derechos humanos como 

una consecuencia de la transgresión de uno o varios derechos constitucionales; y, en segundo 

lugar, que solo culminará el proceso con una constatación de la ejecución de la reparación 

integral si se han declarado vulneraciones a derechos constitucionales; de este modo, las 

garantías de protección de los derechos solo son eficaces cuando las medidas de reparación 

integral sean ejecutadas de manera adecuada y oportuna. 

 

Por lo anteriormente expuesto, es necesario hacer énfasis, que, en el nuevo modelo 

constitucional, la reparación integral está orientada a reparar todos los derechos reconocidos 

en la Constitución y en tratados y convenios internacionales, es por ello, que tiene derecho a 

la reparación integral toda persona que haya resultado lesionada o vulnerada en sus derechos, 

siendo el titular de la reparación integral; en este ámbito algunos importantes autores dan a 

conocer que “toda violación de derechos humanos hace nacer un derecho a la reparación a 

favor de la víctima, de sus parientes o compañeros y que implica el deber del Estado de 

reparar.” (Aguirre Castro & Alarcón Peña, 2018, pág. 125) 

 

De lo anterior se colige que la vulneración de un derecho origina el nacimiento de otro 

derecho; esto es, la reparación integral, en sus diferentes formas o medidas, que se materializa 

en el titular de este derecho y/o aquellas personas que estén vinculadas de manera especial, 

como beneficiarios de las medidas de reparación debido a que han sufrido el daño directa o 
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indirectamente, lo que significa que configura la proyección de su naturaleza jurídica en una 

doble dimensión con el fin de alcanzar la justicia restaurativa.  

 

La Ley Orgánica de Garantías Jurisdiccionales y Control Constitucional (en adelante 

LOGJCC) en su Art. 6, define la finalidad de las garantías y determina que “las garantías 

jurisdiccionales tienen como finalidad la protección eficaz e inmediata de los derechos 

reconocidos en la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos humanos, 

la declaración de la violación de uno o varios derechos, así como la reparación integral de 

los daños causados por su violación” (art. 6 LOGJCC) 

  

En el Art. 17 numeral 4. de la ley citada referente al contenido de la sentencia, señala que 

la sentencia deberá contener al menos: “La declaración de violación de derechos, con 

determinación de las normas constitucionales violadas y del daño, y la reparación integral 

que proceda y el inicio del juicio para determinar la reparación económica, cuando hubiere 

lugar.” (art. 17 num. 4 LOGJCC), siendo en este cuerpo normativo, en su Art. 18 donde se 

define de manera explícita, la reparación integral y se señala:  

En caso de declararse la vulneración de derechos se ordenará la reparación integral 

por el daño material e inmaterial. La reparación integral procurará que la persona o 

personas titulares del derecho violado gocen y disfruten el derecho de la manera más 

adecuada posible y que se restablezca a la situación anterior a la violación. La 

reparación podrá incluir, entre otras formas, la restitución del derecho, la 

compensación económica o patrimonial, la rehabilitación, la satisfacción, las 

garantías de que el hecho no se repita, la obligación de remitir a la autoridad 

competente para investigar y sancionar, las medidas de reconocimiento, las disculpas 

públicas, la prestación de servicios públicos, la atención de salud. La reparación por 

el daño material comprenderá la compensación por la pérdida o detrimento de los 

ingresos de las personas afectadas, los gastos efectuados con motivo de los hechos y 

las consecuencias de carácter pecuniario que tengan un nexo causal con los hechos 

del caso. La reparación por el daño inmaterial comprenderá la compensación, 

mediante el pago de una cantidad de dinero o la entrega de bienes o servicios 

apreciables en dinero, por los sufrimientos y las aflicciones causadas a la persona 
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afectada directa y a sus allegados, el menoscabo de valores muy significativos para 

las personas, así como las alteraciones, de carácter no pecuniario, en las condiciones 

de existencia del afectado o su familia. La reparación se realizará en función del tipo 

de violación, las circunstancias del caso, las consecuencias de los hechos y la 

afectación al proyecto de vida (art. 18 LOGJCC) 

 

En consecuencia, la responsabilidad jurídica es de naturaleza internacional cuando se 

incurre en ilícitos que son contrarios a las obligaciones reconocidas por el derecho 

internacional, compuesta por un elemento objetivo, es decir la violación positiva o negativa 

de una prescripción normativa del derecho internacional de derechos humanos y el elemento 

subjetivo que refiere la atribución de dicha conducta ilícita a un Estado. 

El Dr. José García Falconí 7en su obra “Parte práctica del juicio por la acción de daño 

moral y forma de cuantificar su reparación” (Falconí Garcia, 2005), establece en términos de 

Tomasello Harta8 que:  

“El dinero que el ofensor paga a la víctima no será la representación exacta del dolor 

que experimente, pero le servirá para compensarlo procurándole los medios de 

aliviarse de él, o de buscar otras ventajas o satisfacciones que le permitan disiparlo, o 

hacerlo de alguna manera mucho más soportable” (Falconí Garcia, 2005, pág. 5) 

Por lo anteriormente expuesto, el mecanismo de reparación corresponde a que el daño 

consumado sea restituido o amenorado en sus efectos, resaltando que el poder punitivo y 

sancionador del estado no surte los efectos esperados. Si bien es cierto cuando el daño ya 

está causado no queda más que buscar una reparación por parte de quien incurrió en la 

conducta antijurídica y culpable en favor de la víctima.  

En caso de accidentes de tránsito de delitos culposos que terminan con muerte, es 

necesario tener en cuenta el patrimonio que ha sido perjudicado por dicho suceso, que implica 

 
7 El Dr. José Carlos Falconí, es un reconocido jurista en el Ecuador, tiene publicados más de cien trabajos 
abarcando materias como Derecho Constitucional, Derecho Penal, Derecho Procesal, Derecho de 
Inquilinato.  
8 Dr. Leslie Tomasello Hart, abogado por la Universidad de Chile y catedrático universitario, escritor de otras 
entre ellas “Daño moral en la responsabilidad contractual.  
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primero la afectación patrimonial al bien jurídico protegido en este caso la vida de una 

persona. Esta distinción ayuda a determinar que las acciones legales que se generen deducen 

a título hereditario o personal dependiendo del patrimonio del causante que bajo ningún 

concepto merece un valor económico irrisorio. 

 

2.4.1. Mecanismo de la reparación integral en el Ecuador. 

En Ecuador los jueces son los encargados de dictaminar o determinar los montos de las 

indemnizaciones, en base a su sana crítica, en virtud que no se encuentra establecido en el 

ordenamiento jurídico alguna tabla que taxativamente determine montos económicos donde 

se establezcan lineamientos claros, que en razón de la gravedad de los daños sufridos el 

juzgador establezca con objetividad el daño causado a las víctimas. Los mecanismos de 

reparación integral las formas no excluyentes, individuales o colectivas se desglosan en el 

art. 78 del COIP donde se establece lo siguiente: 

La restitución. - Se aplica a casos relacionados con el restablecimiento de la libertad, de 

la vida familiar, de la ciudadanía o de la nacionalidad, el retorno al país de residencia 

anterior, la recuperación del empleo o de la propiedad, así como al restablecimiento de los 

derechos políticos.  

La rehabilitación. - Se sitúa a la recuperación de las personas mediante la atención médicas 

y psicológicas, así como a garantizar la prestación de servicios jurídicos y sociales 

necesarios para esos fines. 

Las indemnizaciones de daños materiales e inmateriales. - Se reseñan a la compensación 

por todo perjuicio que resulte como consecuencia de una infracción penal y que sea 

evaluable económicamente.  

Las medidas de satisfacción o simbólicas. - Se refieren a la declaración de la decisión 

judicial de reparar la dignidad, la reputación, la disculpa y el reconocimiento público de 

los hechos y de las responsabilidades, las conmemoraciones y los homenajes a las 

víctimas, la enseñanza y la difusión de la verdad histórica.  

Las garantías de no repetición. - Se orientan a la prevención de infracciones penales y a la 

creación de condiciones suficientes para evitar la repetición de las mismas. Se identifican 
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con la adopción de las medidas necesarias para evitar que las víctimas sean afectadas con 

la comisión de nuevos delitos del mismo género (art. 78 COIP) 

En la aplicación eSATJE del Consejo de la Judicatura se encuentran los procesos con su 

respectiva sentencia, dependiendo el estado que se encuentre el caso, donde se extrajo dos 

sentencias condenatorias a las personas que incurrieron con los delitos enmarcados en los 

Arts. 376 y 377 del COIP.  

En el Anexo b, se detalla la sentencia dictada por la unidad multicompetente penal con 

sede en el cantón Lago Agrio derivada de una muerte culposa con:  

No. proceso: 21461-2014-0034. Acción/infracción: 377 muerte culposa, inciso. 2, 

numeral. 1. (…) Se impone la pena de TRES AÑOS de privación de su libertad; en el 

grado de autor y por lo tanto culpable del delito de tránsito que tipificado en el Art. 377 

del Código Orgánico Integral Penal. Al pago de la multa de DIEZ REMUNERACIONES 

BÁSICAS UNIFICADAS DEL TRABAJADOR EN GENERAL (…), ordena el pago de 

daños y perjuicios tomando en consideración la remuneración básica unificada vigente al 

inicio del procedimiento, en consecuencia, se ordena por daños y perjuicios y daño 

emergente ocasionado a las víctimas, al pago de SEIS MIL DOLARES AMERICANOS 

a favor de cada una de las ofendidas…” (Juicio No. 21461-2014-0034, 2018, pág. 29) . 

En el Anexo c, se detalla la sentencia dictada por muerte causada por conductor en estado 

de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o preparados 

que las contengan, por la Unidad Judicial Penal de Cuenca con:  

No. proceso: 01452-2014-0225. Acción/infracción: 376 muerte causada por conductor en 

estado de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, psicotrópicas o 

preparados que las contengan.  (…) Declaro la culpabilidad de (…) por considerarlo autor 

y responsable del delito de tránsito tipificado y sancionado en el artículo 376 inciso 

primero del COIP. Se le impone la pena definitiva de: pena privativa de libertad de DOCE 

AÑOS, (…) multa de 60 Salarios básicos unificados del trabajador en general equivalente 

a VEINTE MIL CUATROCIENTOS DOLARES. (…) se ha procedido a la reparación 

integral a los familiares de la víctima… (Juicio No. 01452-2014-0225, 2019, pág. 23).  
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Esto es lo que la investigación pretende comprobar, dentro de estas sentencias emitidas 

por los diferentes juzgados que existen en el país, la reparación integral material, es aplicada 

de manera discrecional por el juzgador, debido a que no existe un manual de cómo emplear 

la reparación integral a las víctimas. El valor económico de compensación aplicados en las 

dos sentencias, únicamente se basa en la reparación integral material con montos de 

indemnización irrisorios. El juzgador no hace un análisis del proyecto de vida que tenían las 

víctimas. No toma en cuenta las cargas familiares, si el fenecido fue o no cabeza de hogar, y 

otros factores que quedan sin resarcir. La reparación inmaterial brilla por la ausencia en 

dichas sentencias. El juzgador no se preocupa por el estado de salud de los familiares de las 

víctimas. El impacto psicológico al perder un ser querido altera la salud mental de cualquier 

persona. Aunque los delitos hayan sido sancionados con prisión preventiva, suma pecuniaria 

y reducción de puntos a la licencia de conducir, los derechos que le anteceden a las victimas 

siguen vulnerados, debido a que no existe una completa reparación integral en el dictamen 

de las sentencias. La reparación integral comprende dos formas de reparación; la material y 

inmaterial en los casos analizados no se estaría cumpliendo.   

 

2.5. LA REPARACIÓN ÍNTEGRA EN LA LEGISLACIÓN DE ESPAÑA. 

 

La reparación íntegra nace como consecuencia jurídica de la vulneración de un derecho 

por la que se exige a su vez la responsabilidad del victimario, partiendo de esta premisa 

aclaratoria se puede establecer a la reparación integral como una institución jurídica que tiene 

como objetivo subsanar, en la medida de lo posible, las consecuencias reales y potenciales 

generadas de una transgresión a derechos constitucionales. 

 

Es importante establecer que en España existe la Ley No. - 35/2015, de 22 

septiembre9,que cuenta con tablas para determinar la indemnización en caso de accidentes de 

tránsito y establecen los límites para cubrir el seguro obligatorio, pese a que existe diferencias 

en los montos indemnizatorios al compararlos con otros estados de la Unión Europea, 

 
9 Ley 35/2015, de 22 septiembre de 2015, de Reforma del sistema para la valoración de los daños y perjuicios 

causados a las personas en accidente de circulación en España. 
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recalcando que este país es más vanguardista en esta materia. Por lo tanto, la tabla tiende a 

armonizar la legislación española con otros países, considerando indemnizaciones más justas. 

Los más importantes aspectos de la nueva tabla son:  

 

a) Cada víctima que haya sido de alguna manera perjudicada tiene derecho de modo 

autónomo a una indemnización que establece la norma y que tiene como base el 

principio de reparación integral. 

b) Las empresas aseguradoras deben cancelar al pago de los gastos en que incurra la 

víctima ya sean los sanitarios o servicios públicos otorgados al lesionado.  

c) Incremento de la indemnización por causa de muerte.  

d) La obligatoriedad para con las empresas aseguradoras para un tratamiento rápido en 

cuanto a la operatividad de cálculos para la cancelación de las pertinentes 

indemnizaciones para antes del proceso judicial. 

 

Dentro del contexto de esta normativa se consideran a categorías de personas 

perjudicadas al cónyuge que quede viudo, sus descendientes, también sus ascendientes, lo 

hermanos e inclusive en determinadas ocasiones los allegados en donde en función de la 

normativa se define una indemnización mínima a cumplirse por el evento de muerte en 

calidad de perjudicado por cada clase que se contempla. 

 

En la tabla A2: indemnizaciones por causa de muerte tabla 1.A perjuicio personal básico. 

que se expone en el anexo a, la legislación española recoge las indemnizaciones por causa de 

muerte, para las cinco categorías antes mencionadas, estableciendo montos en euros y 

condiciones precisas y verificables para caso, es así que en la categoría 1, que abarca 

indemnizaciones para el cónyuge viudo, a partir de los años de convivencia y la edad de la 

víctima; mientras que en las demás categorías la condición común es la edad de la víctima.   

 

Se considera la indemnización a cada persona afectada acorde a su situación propia en 

razón de los hechos donde se ejecuta el llamado factor compensatorio para determinar la 

reparación integra, para los siguientes eventos: Fallecimiento del único hijo; discapacidad 

física o psíquica del perjudicado previa o a resultas del accidente; fallecimiento de víctima 
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embarazada con pérdida del feto y otros perjuicios excepcionales; convivencia del 

perjudicado con la víctima. Adicionalmente se considera por perjuicio patrimonial una 

indemnización donde se toma en cuenta un monto de hasta cuatrocientos euros por daño 

emergente y cualquier otro gasto por cada víctima tomando en consideración que dichos 

gastos pueden ser por servicios de alojamiento, transporte, alimentación gastos de sepelio y 

otros que se justifiquen como resultantes de la infracción cometida. 

 

En el Anexo D compuesto por la Sentencia no 289/2014 juzgado de lo penal no 20 de 

Madrid caso España donde se detalla el caso internacional en el Juzgado de lo penal Nº 20 

de Madrid, juicio oral Nº 371/2013, sentencia Nº 289/2014:  

Que debo CONDENAR Y CONDENO a D. Isidoro como autor penalmente responsable 

de dos delitos de homicidio imprudente y de dos delitos de lesiones imprudentes, sin la 

concurrencia de circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal, a las 

siguientes penas: tres años de prisión con la accesoria de inhabilitación especial del 

derecho de sufragio pasivo durante el tiempo de la condena y privación del derecho a 

conducir vehículos de motor y ciclomotores por tiempo de cinco años, lo que implica la 

pérdida de vigencia del permiso (Juicio Oral nº 371/2013, primera instancia , 2014, págs. 

24,25.) 

 

En la sentencia se visualiza que el juzgador condena de autor del delito de homicidio 

imprudente y de los delitos de lesiones imprudentes al autor, con una pena privativa de 

libertad de tres años y otras sanciones, donde se observa el valor detallado de las 

indemnizaciones que recibieron las víctimas, además se le agrega al delito de lesiones 

imprudentes un factor de corrección de indemnización, para que el autor compense 

económicamente a las víctimas,  que por su condición y edad se verán afectados  por las 

lesiones sufridas en el accidente de tráfico, conllevando que el autor cancele los gastos de las 

limitaciones físicas que son secuelas del accidente.  
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La legislación española es garantista de los derechos que tienes las víctimas y sus 

familiares, por medio de las tablas básicas los operadores de justicias emplean con eficacia 

la reparación íntegra.  

En el Anexo E, compuesto por la sentencia no 00243/2014 juzgado de lo penal no. 2 de 

Logroño caso España, procedimiento abreviado Nº 278/12 donde el juzgador resuelve:  

Que debo condenar y condeno a Cornelio Héctor, ya circunstanciado, como autor 

criminalmente responsable de un delito de Conducción bajo la influencia de bebidas 

alcohólicas, del artículo 379.2, en concurso del artículo 382 del Código Penal con dos 

delitos de homicidio por imprudencia, previstos y penados en el artículo 142.1 y 2 del 

Código Penal y con un delito de lesiones por imprudencia grave, previsto y penado en el 

artículo 152.1.1º y 2 del Código Penal, con la concurrencia de la atenuante de reparación 

parcial del daño y de la atenuante de dilaciones indebidas, a la pena de prisión de dos años, 

inhabilitación especial para el ejercicio del derecho de sufragio pasivo durante el tiempo 

de la condena, y privación del permiso de conducir por tiempo de cuatro años, con pérdida 

de vigencia del mismo, o de la posibilidad de obtenerlo, y al pago de las costas procesales, 

incluidas las de la acusación particular. (Procedimiento abreviado nº 278/12, primera 

instancia , 2014, págs. 30,31) 

En la sentencia se condena al autor como responsable del delito de conducción bajo la 

influencia de bebidas alcohólicas, por la concurrencia de delitos, se le individualizan las 

penas, el juzgador le impone una pena privativa de libertad por cada uno de ellos, además se 

lo inhabilita políticamente el tiempo que dure la pena, se suspende el permiso de conducir 

por el tiempo de 4 años, también se visualizan los montos económicos que recibieron los 

perjudicados, la sentencia detalla la cantidad que recibió la viuda, los hijos, los padres y otros 

valores que recibieron las personas que sufrieron lesiones. La norma española es un ejemplo 

a seguir, se preocupa por resarcir en la medida de lo posible los daños y secuelas que ocasiona 

un accidente de tráfico, garantiza el bienestar económico del núcleo familiar de la víctima y 

se preocupa por los gastos de los tratamientos que deben recibir las personas que sufren 

alguna lesión.  
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CAPÍTULO III 

 

3.1. PROPUESTA 

 

La presente propuesta se centra en la incorporación de una tabla estandarizada que 

determine el valor económico que tienen derecho las víctimas de un delito de tránsito para lo 

cual se plantea una reforma al numeral tercero del artículo 78 del COIP, en base a niveles 

determinados sobre un trabajo técnico de análisis sobre la ejecución y aplicación de los 

montos por concepto de reparación integral que dictamina la normativa vigente como lo es 

la constitución, el COIP y la LOGJCC para que no pase lo que actualmente se da que es la 

discrecionalidad de los señores jueces al momento de dictaminar la sentencia sobre la 

reparación integral.  

 

Esta propuesta de reforma ayudará de alguna forma a los funcionarios encargados de 

administrar justicia, para que, al momento de dictar las sentencias tengan las herramientas 

necesarias para aplicar con eficacia la reparación integral, en apego a las garantías y 

principios constitucionales, buscando resarcir los daños propiciados garantizando el justo 

pago a las víctimas. 

 

En el país se debe regular de manera legal, especifica y de debida forma la reparación 

integral, es decir, cuando existan indemnizaciones por accidentes de tránsito que devienen 

de muertes culposas se estatuya una tabla básica que busque subsanar los daños ocasionados 

a la víctima de modo que ésta pueda sobrellevar su afectación emocional y económica de una 

forma más equilibrada, en razón que su proyecto de vida se ha visto afectado.  Es por ello 

que no cabe ser flexibles en la indemnización económica, se debe tomar como ejemplo la 

regulación existente en otros países, tomado como referente a España que endureció e 

incrementó la tabla referente a indemnizaciones por accidente de tránsito, dando lugar a que 

exista mayor responsabilidad en los conductores.  
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La propuesta que se plantea es un proyecto de ley reformatorio vía Asamblea Nacional 

con el propósito de quedar establecidos montos de indemnizaciones como medidas de 

reparación integral a las víctimas en delitos de tránsito para evitar sesgos, interpretaciones o 

distorsiones por parte de los órganos jurisdiccionales al momento de emitir una sentencia 

sobre este aspecto, planteándolo de la siguiente manera y cuyo texto completo se lo puede 

observar en el Anexo F “Proyecto de Ley Reformatoria al Numeral 3 del Artículo 78 del 

Código Orgánico Integral Penal: 

Artículo 1.- Refórmese el texto del numeral 3 del artículo 78 del Código Orgánico Integral 

Penal:  

Numeral 3 

Las indemnizaciones de daños materiales e inmateriales: se refieren a la compensación 

por todo perjuicio que resulte como consecuencia de una infracción penal y que sea evaluable 

económicamente.  

Numeral 3 reformado 

Las indemnizaciones de daños materiales e inmateriales: se refieren a la compensación 

por todo perjuicio que resulte como consecuencia de una infracción penal y que sea evaluable 

económicamente.  

a) En el caso de cometimiento de delitos culposos de tránsito en donde se hayan 

ocasionado daños inmateriales se aplicará la tabla de indemnización económica para 

su correcta reparación. 

 

TABLA 1: INDEMNIZACIÓN POR LA AFECTACIÓN DE DAÑOS INMATERIALES. 

Tabla de indemnización por la afectación de 

daños inmateriales. 

Victima 

Hasta 70 

años 

Víctima        

de 71 a 80 

años 

Víctima 

más de 80 

años 

Por conductor en estado de embriaguez, sustancias 

estupefacientes, psicotrópicas o preparados que las 

contengan. 

30.000 21.000 15.000 

Por muerte culposa  22.500 17.500 12.500 

Fuente: Ley de España ajustado al salario básico del Ecuador  
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3.2.CONCLUSIONES. 

 

• Los delitos culposos constituyen acciones antijuridicas, tipificadas en el COIP, 

resultado de un acontecimiento eventual e imprevisto, no voluntario y en materia de 

tránsito, es provocado por el conductor y ocurrido en la vía pública con vehículos, lo 

que altera el estado y la condición de las personas o las cosas, generando 

responsabilidad penal. 

 

• Existe un incremento de accidentes de tránsito en el país motivo de intranquilidad en 

la población los cuales son la gran causa del fallecimiento de personas, tal como se 

ha evidenciado en las cifras proporcionadas por la Fiscalía General del Estado, 

situación que deben hacer conciencia los conductores de la responsabilidad que trae 

consigo conducir un automotor.  

 

• Las estadísticas publicadas por la Fiscalía General del Estado para el delito de las 

muertes que han sido consecuencia de conductores que se han encontrado en una 

condición de embriaguez o bajo los efectos de sustancias estupefacientes, 

psicotrópicas o preparados que las contengan, para el periodo 2017-2020, arrojan un 

incremento de aproximadamente el 35% entre los años 2017 y 2018, sin embargo 

para el año 2019, la reducción es de aproximadamente el 33% en comparación con el 

año anterior; y para el año 2020, el número desciende  aproximadamente en un 23%, 

respecto del 2019. 

 

 

• En el país la aplicación de la institución jurídica de reparación integral para los casos 

de delitos culposos de tránsito con resultado de muerte, es escasa, debido a la falta de 

procedimientos claros y eficaces que faciliten los mecanismos a seguir; sin embargo 

en el presente artículo se ha analizado la legislación española, donde se exponen 
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criterios que podrían ser incorporados al marco legal ecuatoriano, garantizando el 

debido proceso y la seguridad jurídica de los bienes jurídicos tutelados. 

 

 

• Es imperioso llevar a cabo una reforma al Art. 78 numeral 3 del COIP, incorporando 

los montos correspondientes a la reparación integral a las víctimas de delitos culposos 

de tránsito con resultado de muerte, buscando así, la aplicación de esta institución 

jurídica de manera directa, mitigando la arbitrariedad de los jueces penales en sus 

resoluciones y, garantizando la seguridad jurídica en los procesos judiciales de casos 

de esta índole. 
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ANEXOS 

ANEXOS A 

TABLA A2: MUERTE CAUSADA POR CONDUCTOR EN ESTADO DE EMBRIAGUEZ O BAJO 

LOS EFECTOS DE SUSTANCIAS ESTUPEFACIENTES, PSICOTRÓPICAS Y MUERTE 

CULPOSA.  

DELITO 2017 2018 2019 2020 Total, general 

MUERTE CAUSADA POR CONDUCTOR 

EN ESTADO DE EMBRIAGUEZ O BAJO 

LOS EFECTOS DE SUSTANCIAS 

ESTUPEFACIENTES, PSICOTROPICAS 

O PREPARADOS QUE LAS 

CONTENGAN 

49 66 44 34 193 

ENERO 0 10 3 6 19 

FEBRERO 0 5 5 1 11 

MARZO 4 5 2 1 12 

ABRIL 6 8 4 1 19 

MAYO 4 2 3 2 11 

JUNIO 4 5 8 2 19 

JULIO 4 3 0 3 10 

AGOSTO 7 5 9 3 24 

SEPTIEMBRE 5 3 1 5 14 

OCTUBRE 5 10 2 2 19 

NOVIEMBRE 7 3 4 6 20 

DICIEMBRE 3 7 3 2 15 

MUERTE CULPOSA 2449 2503 2752 2317 10021 

ENERO 206 240 232 286 964 

FEBRERO 183 185 191 223 782 

MARZO 216 168 232 139 755 

ABRIL 170 191 249 62 672 

MAYO 200 251 214 132 797 

JUNIO 192 197 208 179 776 

JULIO 219 212 210 201 842 
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AGOSTO 220 223 231 180 854 

SEPTIEMBRE 194 198 259 195 846 

OCTUBRE 221 217 213 234 885 

NOVIEMBRE 211 198 254 231 894 

DICIEMBRE 217 223 259 255 954 

TOTAL, GENERAL 2498 2569 2796 2351 10214 

Fuente: (Fiscalia General del Estado, FGE, 2021) 

Elaborado por: Jairo Vélez 

 

TABLA A3: INDEMNIZACIONES POR CAUSA DE MUERTE TABLA 1 A. PERJUICIO 

PERSONAL BÁSICO 

Categoría 1.   El Cónyuge viudo 

Hasta 15 años de convivencia, si la víctima tenía hasta 67 años 90.000 € 

Hasta 15 años de convivencia, si la víctima tenía desde 67 hasta 80 años 70.000 € 

Hasta 15 años de convivencia, si la víctima tenía más de 80 años 50.000 € 

Por cada año adicional de convivencia o fracción con independencia de la edad de 

la victima 

1.000 € 

Categoría 2.   Los Ascendientes 

A cada progenitor, si el hijo fallecido tenía hasta 30 años 70.000 € 

A cada progenitor, si el hijo fallecido tenía más de 30 años 40.000 € 

A cada abuelo, sólo en caso de premoriencia del progenitor de su rama familiar 20.000 € 

Categoría 3.   Los Descendientes 

A cada hijo que tenga hasta 14 años 90.000 € 

A cada hijo que tenga desde 14 hasta 20 años 80.000 € 

A cada hijo que tenga desde 20 hasta 30 años 50.000 € 

A cada hijo que tenga más de 30 años 20.000 € 

A cada nieto, sólo en caso de premoriencia del progenitor hijo del abuelo fallecido 15.000 € 

Categoría 4.   Los Hermanos 

A cada hermano que tenga hasta 30 años. 20.000 € 

A cada hermano que tenga más de 30 años 15.000 € 

Categoría 5.   Los Allegados 

A cada allegado 10.000 € 

Fuente: (España Ley 35/2015, 2015) 

Elaborado por: Jairo Vélez 
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ANEXO B: SENTENCIA DE MUERTE CULPOSA UNIDAD MULTICOMPETENTE 

PENAL SEDE CANTÓN LAGO AGRIO.  

 

Fuente: Sistema ESatje (Juicio No. 21461-2014-0034, 2018, pág. 29) 
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ANEXO C: SENTENCIA DE MUERTE CAUSADA POR CONDUCTOR EN ESTADO DE 

EMBRIAGUEZ O BAJO ESTUPEFACIENTES UNIDAD JUDICIAL PENAL CUENCA. 

 

Fuente: Sistema ESatje (Juicio No. 01452-2014-0225, 2019) 
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ANEXO D: SENTENCIA NO 289/2014 JUZGADO DE LO PENAL NO 20 DE MADRID 

CASO ESPAÑA 

 

Fuente: Primera instancia  (Juicio Oral nº 371/2013, primera instancia , 2014) 
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Fuente: (Juicio Oral nº 371/2013, primera instancia , 2014) 
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ANEXO E: SENTENCIA NO 00243/2014 JUZGADO DE LO PENAL N. 2 DE LOGROÑO 

CASO ESPAÑA 

 

 
Fuente: (Procedimiento abreviado nº 278/12, primera instancia , 2014, págs. 30,31) 
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